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INTRODUCCIÓN

Uno de los temas de mayor im-

portancia y complejidad que 

deben afrontar los procesos de 

transición a la democracia es el referido a 

la realización de los derechos a la verdad, 

la justicia y la reparación de las víctimas de 

violaciones de derechos humanos come-

tidas durante el régimen que se pretende 

superar. En esta ponencia me voy a refe-

rir a uno de los muchos asuntos que esa 

problemática plantea: el derecho de las 

víctimas a acceder a información relativa 

a graves violaciones de derechos humanos 

y, en especial, a la informacion sobre las 

desapariciones forzosas de sus familiares. 

La tesis que ha sostenido la Comisión In-

teramericana de Derechos Humanos (en 

adelante “la CIDH” o “la Comisión”) y su 

Relatoria Especial, y que voy a presentar en 

este foro utilizando fragmentos textuales 

de los documentos que hemos elaborado, 

es que, en cualquier circunstancia, pero 

especialmente en procesos de transición a 

la democracia, las victimas y sus familiares 

tienen derecho a conocer la informacion 

sobre graves violaciones de derechos 

humanos que repose en los archivos del 

Estado. Incluso, si tales archivos se en-

cuentran en las agencias de seguridad o 

en dependencias militares o de policía. En 



A C E

pág. 6, jan/jun 2011

la presente ponencia explico las razones 

que han tenido tanto la CIDH como la Re-

latoria Especial en sus distintos informes 

para sostener esta tesis y cuales son las 

obligaciones estatales que se derivan de 

la misma.

La presente ponencia estará dividida en 

tres partes. En primer lugar, expondré 

los argumentos más relevantes en virtud 

de los cuales es posible sostener que las 

victimas de graves violaciones a los de-

rechos humanos y sus familiares tienen 

derecho a conocer la informacion sobre 

tales atropellos incluso cuando esta repose 

en instalaciones militares o de policía. En 

segundo lugar, describiré las obligaciones 

especiales que corresponden al Estado, 

para hacer realmente efectivo este dere-

cho. Finalmente, y de manera muy breve, 

indicaré cuales deben ser las caracterís-

ticas de un régimen legal para satisfacer 

el derecho de acceso a la información en 

estas materias, de conformidad con los 

estándares internacionales.

TIENEN DERECHO LAS VICTIMAS DE 
GRAVES VIOLACIONES DE DERECHOS

HUMANOS O SUS FAMILIARES A ACCE-
DER A LA INFORMACION SOBRE TALES 
VIOLACIONES CUANDO ESTA REPOSE

EN LOS ARCHIVOS DE LAS FUERZAS

DE SEGURIDAD DEL ESTADO?

E l derecho de acceso a la informa-

ción es un derecho fundamental 

protegido por el artículo 13 de la 

Convención Americana. La Corte Interame-

ricana ha establecido que dicho artículo, 

al estipular expresamente los derechos a 

“buscar” y “recibir” “informaciones”, pro-

tege el derecho que tiene toda persona a 

acceder a la información bajo el control 

del Estado, con las salvedades permitidas 

bajo el estricto régimen de restricciones 

establecido en dicho instrumento1. Se trata 

de un derecho particularmente importante 

para la consolidación, el funcionamiento 

y la preservación de los sistemas demo-

cráticos, por lo cual ha recibido un alto 

grado de atención, tanto por los Estados 

miembros de la OEA2 como por la doctrina 

y la jurisprudencia internacional.

Ahora bien, una de las excepciones al de-

recho de acceso es aquella según la cual 

permitir el acceso a una determinada infor-

macion podría poner en peligro la defensa 

o la seguridad nacional. En algunos casos, 

los Estados han acudido a esta excepción 

para mantener reservada o secreta, inclu-

so frente a las autoridades judiciales del 

propio Estado, informacion que permitiría 

esclarecer graves violaciones de derechos 

humanos, como la desaparición forzada 

de personas.

Es cierto que en algunos casos hay infor-

macion de seguridad nacional que debe 

permanecer reservada. Sin embargo, 

existen, cuando menos, tres argumentos 

fuertes según los cuales el Estado no 

puede, en ningún caso, mantener secreta 

la informacion sobre graves violaciones 

de derechos humanos – especialmente 

aquella relacionada con la desaparición 

forzada de personas-, e impedir el acceso 

a la misma de las autoridades encargadas 

de investigar dichas violaciones o, incluso, 
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de las victimas y sus familiares. En primer 

lugar, según la jurisprudencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos 

(en adelante “la Corte”) en ningún caso 

una agencia del Estado puede negar a las 

autoridades que investigan violaciones de 

derechos humanos, informacion estatal 

que pueda ayudar a esclarecer tales vio-

laciones. En segundo termino, como lo ha 

dicho la Corte, mantener a los familiares 

de las victimas de desaparición forzada en 

la ignorancia sobre la suerte de sus seres 

queridos, equivale a un acto de “tortura” 

absolutamente prohibido por el derecho 

internacional. En consecuencia, si la infor-

macion contenida en los archivos estatales 

contribuye a superar dicho sufrimiento 

extremo, el gobierno tiene la obligación 

de entregarla. Finalmente, en cualquier 

circunstancia pero especialmente en pro-

cesos de transición a la democracia, resul-

ta inadmisible el argumento según el cual 

es necesario mantener la reserva sobre las 

atrocidades del pasado para proteger la 

“seguridad nacional” del presente. Ninguna 

idea democrática de “seguridad nacional” 

es compatible con esta tesis. Permítanme 

explicar cada uno de los tres argumentos 

mencionados.

Primer argumento: las agencias de 

inteligencia no pueden reservar a los 

jueces y a las entidades encargadas del 

esclarecimiento histórico, informacion 

que permita esclarecer graves violacio-

nes de derechos humanos

Según este primer argumento, el Estado 

no puede negar el acceso a la información 

relativa a graves violaciones de derechos 

humanos, a jueces y organismos autóno-

mos de investigación (como, por ejemplo, 

el ministerio público o una comisión de la 

verdad3. En ese sentido, en el caso Myrna 

Mack Chang Vs. Guatemala4, la Corte Intera-

mericana encontró probado que el Ministe-

rio de la Defensa Nacional se había negado 

a proporcionar algunos documentos relacio-

nados con el funcionamiento y la estructura 

del Estado Mayor Presidencial, necesarios 

para adelantar la investigación sobre una 

ejecución extrajudicial. El Ministerio Público 

y los jueces de la Nación habían solicitado 

reiteradamente dicha información, pero 

el Ministerio de Defensa Nacional negó la 

entrega invocando el secreto de Estado re-

gulado por el artículo 30 de la Constitución 

guatemalteca5 y la supuesta incineración 

de los documentos correspondientes6. En 

criterio de la Corte Interamericana:

En caso de violaciones de derechos hu-

manos, las autoridades estatales no se 

pueden amparar en mecanismos como el 

secreto de Estado o la confidencialidad 

de la información, o en razones de inte-

rés público o seguridad nacional, para 

dejar de aportar la información requerida 

por las autoridades judiciales o adminis-

trativas encargadas de la investigación 

de procesos pendientes7.

A este respecto, la Corte Interamericana 

hizo suyas las consideraciones de la CIDH 

en ese caso, la cual había alegado ante el 

Tribunal lo siguiente:

En el marco de un procedimiento penal, 

especialmente cuando se trata de la 
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investigación y persecución de ilícitos 

atribuibles a las fuerzas de seguridad del 

Estado, surge una eventual colisión de 

intereses entre la necesidad de proteger 

el secreto de Estado, por un lado, y las 

obligaciones del Estado de proteger a las 

personas de los actos ilícitos cometidos 

por sus agentes públicos y la de investi-

gar, juzgar y sancionar a los responsables 

de los mismos, por el otro lado. […] Los 

poderes públicos no pueden escudarse 

tras el manto protector del secreto de 

Estado para evitar o dificultar la investi-

gación de ilícitos atribuidos a los miem-

bros de sus propios órganos. En casos 

de violaciones de derechos humanos, 

cuando los órganos judiciales están tra-

tando de esclarecer los hechos y juzgar 

y sancionar a los responsables de tales 

violaciones, el ampararse en el secreto 

de Estado para entregar información re-

querida por la autoridad judicial puede 

ser considerado como un intento de pri-

vilegiar la “clandestinidad del Ejecutivo” 

y perpetuar la impunidad. Asimismo, 

cuando se trata de la investigación de 

un hecho punible, la decisión de calificar 

como secreta la información y de negar 

su entrega jamás puede depender exclu-

sivamente de un órgano estatal a cuyos 

miembros se les atribuye la comisión 

del hecho ilícito. […] De esta manera, lo 

que resulta incompatible con un Estado 

de Derecho y una tutela judicial efectiva 

“no es que haya secretos, sino que estos 

secretos escapen de la ley, esto es, que 

el poder tenga ámbitos en los que no es 

responsable porque no están regulados 

jurídicamente y que por tanto están al 

margen de todo sistema de control”8.

Siguiendo el razonamiento anterior, puede 

concluirse este aparte indicando que no 

entregar a los órganos que están investi-

gando violaciones de derechos humanos 

informacion estatal que puede facilitar 

el esclarecimiento de los hechos, atenta 

contra el orden publico y la seguridad na-

cional, cuyo fundamento es el respeto a 

los derechos humanos y el sometimiento 

de los servidores públicos a la ley; com-

promete la posibilidad de esclarecer los 

crímenes cometidos y con ello el derecho 

de las victimas y sus familiares a la justi-

cia; y, finalmente, quebranta, la llamada 

“igualdad de armas”, uno de los principios 

medulares del debido proceso, pues si la 

agencia que niega el acceso a la informa-

cion es la misma acusada por acción u 

omisión, por las agresiones cometidas, la 

victima de tales agresiones queda en im-

posibilidad de demostrar sus argumentos. 

Segundo argumento: mantener a los 

familiares de las victimas de desapari-

ción forzada en la ignorancia equivale 

a mantenerlos en una situación de su-

frimiento extremo incompatible con el 

derecho internacional

El segundo argumento a considerar, se 

relaciona con el hecho de que la Corte 

Interamericana ha dicho en numerosas 

oportunidades que “la privación continua 

de la verdad acerca del destino de un 

desaparecido constituye una forma de 

trato cruel, inhumano y degradante para 
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los familiares cercanos.9” Si los Estados 

se toman en serio la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana, deben comprender 

que el mantenimiento de los familiares de 

las víctimas en la ignorancia, privándolas 

del acceso a una informacion valiosa sobre 

la suerte de sus seres queridos, equivale 

a mantenerlos en una situación que ha 

sido equiparada a la tortura, lo cual resulta 

manifiestamente contrario a la Convención 

Americana y no admite ningún argumento 

en contra. En efecto, la prohibición de la 

tortura y de los tratos crueles inhumanos 

o degradantes es absoluta y no admite 

excepciones.

Tercer argumento: en cualquier circuns-

tancia pero especialmente en procesos 

de transición a la democracia, resulta 

inadmisible el argumento según el 

cual es necesario mantener la reserva 

sobre las atrocidades del pasado para 

proteger la “seguridad nacional” del 

presente

El tercer argumento que deseo presentar 

se refiere al derecho de las víctimas a ac-

ceder a la información sobre graves viola-

ciones de derechos humanos en procesos 

de transición a la democracia. En toda 

transición, el derecho de acceso a la infor-

mación se convierte en una herramienta 

esencial para impulsar el esclarecimiento 

de las atrocidades del pasado. Es por esto 

que la CIDH ha indicado que en contextos 

de transición a la democracia, la libertad 

de expresión y el acceso a la información 

adquieren una importancia estructural. 

En efecto, es con fundamento en estos 

derechos que es posible reconstruir el 

pasado, reconocer los errores cometidos, 

reparar a las víctimas y formar una opinión 

pública vigorosa que contribuya a la recu-

peración democrática y a la reconstrucción 

del Estado de Derecho10. En particular, el 

derecho de acceso a la informacion es 

fundamental para disolver los enclaves 

autoritarios que pretenden sobrevivir a la 

transición democrática11.

Ahora bien, en algunos casos los Estados 

han indicado que, pese a ser informacion 

del pasado, su publicidad podría poner 

en peligro la “seguridad nacional”. En 

este sentido, es imprescindible recordar 

que el concepto de “seguridad nacional” 

no puede ser interpretado de cualquier 

forma. Este tipo de conceptos deben ser, 

en todos los casos, interpretados desde 

una perspectiva democrática12 13. En esos 

términos, resulta sorprendente el argu-

mento según el cual el secreto sobre las 

graves violaciones de derechos humanos 

cometidas por agentes del Estado en un 

régimen que se pretende superar, sea 

condición indispensable para mantener la 

“seguridad nacional” del nuevo Estado de 

derecho.  En efecto, desde una perspectiva 

democrática, el concepto de “seguridad 

nacional” nunca puede abarcar el secreto 

sobre actividades estatales criminales 

como la desaparición forzada de personas. 

En este mismo sentido, valdría la pena 

preguntarse, como lo ha hecho el Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos, ¿qué daño 

para la seguridad nacional de un Estado 

democrático puede acarrear la divulgación 
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de información sobre crímenes de un ré-

gimen autoritario del pasado cuyo legado 

se quiere superar? La Corte Europea de 

Derechos Humanos tuvo la oportunidad de 

analizar esta cuestión en el contexto de los 

procesos de “lustración” que se iniciaron 

en Europa del Este como eje central de 

los procesos de transición, luego de la 

caída de los regímenes comunistas en esa 

región. En el caso Turek vs. Eslovaquia, la 

Corte sostuvo lo siguiente:

”En procedimientos relacionados con las 

operaciones de las agencias de seguridad 

del Estado, puede haber bases legítimas 

para limitar el acceso a ciertos documen-

tos y otros materiales. Sin embargo, en 

relación a los procesos de ‘lustración’, es-

tas consideraciones pierden gran parte de 

su fuerza. En primer lugar, los procesos 

de ‘lustración’ están, por su propia natu-

raleza, orientados hacia el esclarecimien-

to de hechos pasados relativos a la era 

comunista, y no están directamente rela-

cionados con las funciones y operaciones 

actuales de los servicios de seguridad. En 

segundo lugar, los procesos de ‘lustraci-

ón’ dependen inevitablemente del análi-

sis de documentos relacionados con las 

operaciones de las agencias de seguridad 

previamente comunistas. Si a la parte a 

la que conciernen los materiales clasifi-

cados se le niega el acceso a todos o a 

parte de los materiales en cuestión, sus 

posibilidades de contradecir la versión de 

los hechos de las agencias de seguridad 

se vería seriamente limitada. Finalmente, 

bajo las leyes relevantes, es típicamente 

la agencia de seguridad en sí misma la 

que tiene la facultad de decidir qué ma-

teriales se mantienen clasificados y por 

cuanto tiempo. Como lo que es cuestio-

nado en esta clase de procedimientos es 

la legalidad de las acciones de la propia 

agencia, la existencia de esta facultad 

no es consistente con la equidad de los 

procedimientos, incluyendo el principio 

de igualdad de armas. En consecuencia, 

si un Estado va a adoptar procesos de 

‘lustración’, debe asegurar que todas las 

personas involucradas gocen de todas 

las garantías procedimentales bajo la 

Convención en relación con cualquier 

procedimiento que implique la aplicación 

de esas medidas”14.

Un razonamiento similar fue desarrollado 

en Brasil por el Tribunal Regional Federal 

que resolvió un recurso de apelación plan-

teado por el Estado contra una sentencia 

que le había ordenado presentar reserva-

damente, todos los documentos que con-

tuvieran información sobre las acciones 

militares contra la Guerrilha do Araguaia. 

En su apelación, el Estado argumentó que 

“al exponer informaciones estratégicas se 

violan elementos básicos e imprescindibles 

a la seguridad nacional (…), y se destruye 

de inmediato años de servicios esenciales 

al interés público con una decisión que 

es fruto de una solicitud desmesurada, en 

este momento de plena normalidad de la 

vida democrática del país.”15

El tribunal brasileño rechazó dicho alegato 

y negó en este punto el recurso de apela-

ción. A juicio del Tribunal,
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“la Unión no niega la existencia de dichos 

documentos, y todos los indicios indican 

que esos documentos existen, una vez 

que no es creíble que el Ejército se haya 

desecho de todos los registros de un 

episodio tan relevante en la historia re-

ciente de Brasil. La Guerrilha do Araguaia 

terminó hace más de 30 años, después 

de tanto tiempo no se justifica la posi-

bilidad de que la divulgación reservada 

de documentos relativos a ella, violen 

‘elementos básicos e imprescindibles de 

la propia seguridad nacional’”16.

Finalmente, agregó:

“Aunque esté en vigor el sigilo de los 

documentos cuestionados, el artículo 24 

de la Ley 8.159 asegura al ‘Poder Judi-

cial, en cualquier instancia determinar 

la exhibición, en carácter reservado, de 

cualquier documento reservado (sigilo-

so), siempre que sea indispensable para 

la defensa del derecho propio o para el 

esclarecimiento de la situación personal 

de la parte’”17.

Una vez más: en los procesos transicio-

nales, el respeto pleno por el derecho 

a la libertad de expresión y el acceso a 

la información contribuye como pocos 

a garantizar los derechos de las víctimas 

a la verdad, la justicia y la reparación18. 

En particular, el derecho a conocer la 

verdad sobre lo ocurrido en materia de 

desapariciones forzadas sólo es posible 

de satisfacer si se adoptan mecanismos 

adecuados de acceso a la correspondiente 

información. Igualmente, el derecho de 

acceso a la información constituye una 

garantía indispensable para asegurar la 

implementación de medidas de no repe-

tición de los hechos de pasado: el cono-

cimiento de las atrocidades cometidas es 

una condición necesaria para evitar que se 

repitan los abusos cometidos, promover la 

rendición de cuentas y la transparencia en 

la gestión estatal, y prevenir la corrupción 

y el autoritarismo19.

LAS OBLIGACIONES POSITIVAS DEL 
ESTADO EN RELACIÓN CON EL ACCESO 
A LA INFORMACIÓN SOBRE VIOLACIONES 
MASIVAS DE DERECHOS HUMANOS

S i las víctimas de violaciones de 

derechos humanos tienen derecho 

de acceder – directa o indirecta-

mente -, a información relativa a dichas 

violaciones, contenida en archivos milita-

res o de inteligencia, la siguiente pregunta 

es como asegurar que tal informacion no 

será ocultada, sustraída o desaparecida y 

con ello, negada a quienes tienen derecho 

a conocerla.

En primer lugar, como ya lo han reiterado 

tanto la CIDH como la Corte IDH, no puede 

quedar en manos de la institución acusada 

de cometer violaciones masivas de dere-

chos humanos decidir si la información 

existe o no, y si la hace pública o no. En 

ese sentido, los Estados deben permitir 

la visita in loco a los archivos militares y 

de inteligencia a jueces, fiscales y otras 

autoridades independientes de investi-

gación, cuando quiera que se ha negado 

la existencia de una informacion crucial 

para sus investigaciones, cuando quiera 
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que existan razones que permitan pensar 

que la misma puede existir. Una medida 

de esta naturaleza no es extraña: el Alto 

Comisionado para los Derechos Humanos 

de las Naciones Unidas exhortó en diver-

sas oportunidades al Procurador General 

de Colombia a “verificar […] la exactitud 

y objetividad de la información contenida 

en los archivos de inteligencia militar so-

bre defensores de derechos humanos y a 

hacer público el resultado de esta labor”20. 

En el mismo sentido, un gran número de 

países de Europa del Este abrieron sus 

archivos de inteligencia como mecanismo 

para lidiar con los crímenes cometidos en 

el pasado21.

En segundo lugar, el Estado no puede libe-

rarse de sus obligaciones alegando simple-

mente que la información requerida sobre 

violaciones masivas de derechos humanos 

cometidas en el pasado fue destruida. Por 

el contrario, el Estado tiene la obligación 

de buscar esa información por todos los 

medios posibles. En ese sentido, la Corte 

Interamericana ha dicho que

“toda persona, incluyendo a los familia-

res de las víctimas de graves violaciones 

de derechos humanos, tiene el derecho 

a conocer la verdad. En consecuencia, 

los familiares de las víctimas [o las vícti-

mas], y la sociedad como un todo, deben 

ser informados de todo lo sucedido con 

relación a dichas violaciones”22.

Para cumplir con ese deber, el Estado debe 

realizar, de buena fe, un esfuerzo sustanti-

vo y aportar todos los recursos necesarios 

para reconstruir la información que su-

puestamente fue destruida. En Alemania, 

por ejemplo, luego de la caída del Muro 

de Berlín, se descubrieron miles de bolsas 

que contenían restos de documentación 

perteneciente a los servicios de inteligen-

cia. La Comisión Birthler, encargada de 

aplicar la ley sobre Archivos de la Stasi, 

determinó que los documentos de 6,500 

bolsas podían ser recuperados, y desde en-

tonces se logró reconstruir manualmente 

los documentos de más de cuatrocientas 

de las bolsas encontradas23. La Comisión 

ha considerado que los Estados deben 

realizar esfuerzos significativos para en-

contrar la información que supuestamente 

fue destruida: si en Alemania fue posible 

reconstruir documentos literalmente des-

pedazados, los Estados en nuestra región 

deberían realizar investigaciones serias, 

comprometidas y efectivas para hallar co-

pias de la información que supuestamente 

se ha perdido.

En tercer lugar, si los esfuerzos anteriores 

fueran infructuosos, el Estado tiene de 

todas formas la obligación de reconstruir 

la información perdida para lo cual debe 

realizar, de buena fe, investigaciones que 

permitan esclarecer los hechos objeto de 

investigación. En efecto, el principio 3 del 

“Conjunto de principios para la protección 

y la promoción de los derechos humanos 

mediante la lucha contra la impunidad” de 

la ONU establece que los Estados tienen 

“el deber de recolectar información 

relativa a violaciones de los derechos 

humanos de fuentes que incluyen: 

(a) organismos gubernamentales na-
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cionales, en particular los que hayan 

desempeñado una función importante 

en relación con las violaciones de los 

derechos humanos; (b) organismos lo-

cales, tales como comisarías de policía, 

que hayan participado en violaciones de 

los derechos humanos; (c) organismos 

estatales, incluida la oficina del fiscal y 

el poder judicial, que participan en la 

protección de los derechos humanos; 

y (d) materiales reunidos por las comi-

siones de la verdad u otros órganos de 

investigación”24.

En este sentido, resulta claro que las in-

vestigaciones deberían orientarse hacia las 

personas que pudieron tener acceso a la 

información si es que esta fue destruida o 

a quienes participaron de los hechos, en 

todos los niveles, en las operaciones o los 

hechos objeto de investigación.

En suma, las obligaciones mencionadas 

aparejan el deber de realizar, de buena fe, 

esfuerzos significativos de investigación 

tendientes a esclarecer las violaciones de 

derechos humanos investigadas. Estos 

esfuerzos tendrían que incluir la apertura 

de los archivos para que las instituciones 

que investigan los hechos puedan hacer 

inspecciones directas; la realización de 

inventarios y rastreos en las instalaciones 

oficiales; el impulso de operativos de bús-

queda que incluyan allanamientos a los 

lugares en los cuales la información pue-

de reposar; la realización de audiencias 

e interrogatorios a quienes pueden saber 

dónde se encuentra o a quienes pueden 

reconstruir lo sucedido; entre otras cosas. 

El llamado público a que quienes tengan 

documentos los entreguen, no es suficien-

te desde este punto de vista para satisfacer 

las obligaciones mencionadas.

LA OBLIGACIÓN DE ADECUAR EL RÉGI-
MEN JURÍDICO DE LOS ESTADOS A LAS 
OBLIGACIONES INTERNACIONALES

F inalmente, para que el derecho de 

las victimas de violaciones a los 

derechos humanos de acceder a la 

informacion que resida en las dependen-

cias estatales y que permita esclarecer tales 

crímenes, se satisfaga es necesario que 

se adecue el ordenamiento jurídico a los 

estándares interamericanos en la materia25. 

En este sentido, el marco jurídico que re-

gule el derecho de acceso a la informacion 

debe contener, por lo menos, las siguientes 

obligaciones en cabeza del estado:

En primer lugar, el Estado tiene la obliga-

ción de definir en forma precisa y clara 

a través de una ley en sentido formal y 

material, las causales para restringir el ac-

ceso a cierta información26. En todo caso, 

excepciones como “seguridad del Estado”, 

“Defensa nacional” u “orden publico” de-

ben ser definidas e interpretadas de con-

formidad con el marco jurídico interame-

ricano y, en particular, con la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. En 

ningún caso puede mantenerse secreta y 

reservada a los órganos de administración 

de justicia o de esclarecimiento histórico, 

la informacion sobre graves violaciones 

de derechos humanos imputadas a las 

agencias del Estado.
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En segundo término, el Estado tiene la 

obligación de garantizar un procedimiento 

administrativo idóneo y efectivo para la 

tramitación y resolución de las solicitudes 

de información, que fije plazos cortos para 

resolver y entregar la información, y que 

se encuentre bajo la responsabilidad de 

funcionarios debidamente capacitados y 

sometidos a responsabilidad jurídica27.

En tercer lugar, el Estado debe contar 

con un recurso judicial sencillo, rápido 

y efectivo que, en los casos en que una 

autoridad pública niegue una información,  

determine si se produjo una vulneración 

del derecho del solicitante a la información 

y, en su caso, se ordene al órgano corres-

pondiente la entrega de la información28. 

Las autoridades judiciales deben poder 

acceder a la informacion in cámara o a 

visitas in loco para determinar, bien si los 

argumentos de otras agencias del Estado 

son legítimos, ora para comprobar si una 

informacion que se ha reputado inexisten-

te efectivamente lo es.

En cuarto lugar, el Estado tiene la obligaci-

ón de adoptar decisiones escritas debida-

mente fundamentadas, en los casos en que 

se niegue la información. Dicha decisión 

debe permitir conocer cuáles fueron los 

motivos y normas en que se basó la au-

toridad para no entregar la información o 

parte de ella y determinar si tal restricción 

es compatible con los parámetros dispues-

tos por la Convención29.

En quinto lugar, el Estado debe adoptar 

normas, políticas y prácticas que permitan 

conservar y administrar adecuadamente la 

información. En tal sentido, la Declaración 

Conjunta de 2004 de los relatores para la 

libertad de expresión de la ONU, la OEA y 

la OSCE explica que, “las autoridades pú-

blicas deberán tener la obligación de cum-

plir con las normas mínimas de gestión de 

archivos”, y que “se establecerán sistemas 

para promover normas más elevadas con 

el paso del tiempo”.

Finalmente, el Estado tiene la obligación 

de producir, recuperar, reconstruir o cap-

tar la información que necesita para el 

cumplimiento de sus deberes, según lo 

establecido por normas internacionales, 

constitucionales o legales. En este sentido, 

por ejemplo, si una informacion que de-

bía custodiar fue destruida o ilegalmente 

sustraída y la misma era necesaria para 

esclarecer violaciones de derechos huma-

nos, el Estado debe adelantar, de buena 

fe, todos los esfuerzos a su alcance para 

recuperar o reconstruir dicha informacion, 

en los términos ya descritos.

Particularmente en procesos de justicia de 

transición, los Estados deben adoptar me-

didas novedosas, efectivas y reforzadas, 

para permitir el acceso a la informacion 

sobre violaciones de derechos humanos 

cometidas en el contexto del régimen que 

se pretende superar.

En efecto, para ofrecer verdaderas ga-

rantías de no repetición, la transición 

debe romper con la cultura propia de los 

regímenes autoritarios en la que prima 

el secreto sobre la gestión pública y, en 

particular, sobre las violaciones de los 

derechos humanos30. Esta opacidad sobre 
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las actuaciones del Estado no es otra cosa 

que el campo fértil para que se produz-

can de nuevo violaciones graves de los 

derechos humanos. Mantener espacios 

de secreto en manos de las instituciones 

acusadas de cometer las violaciones del 

pasado no sirve al proceso de transición e 

impide la plena consolidación del sistema 

democrático al mantener enclaves del le-

gado autoritario. Por esta razón, se insiste 

en que los procesos de transición deben 

incorporar garantías especiales para prote-

ger el derecho de acceso a la información 

sobre violaciones de derechos humanos, 

como mecanismos para fortalecer la cre-

ación de un auténtico Estado de Derecho 

sobre la base del reconocimiento de las 

atrocidades cometidas en el pasado y la 

adopción de las medidas necesarias para 

prevenirlas en el futuro. Esta es una deuda 

fundamental con todas aquellas personas 

cuyo injusto sufrimiento no fuimos capa-

ces de evitar y a quienes hoy tenemos el 

deber de proteger.
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